EMPLEADOS LOCALES

Beatriz Setuáin Mendía
Profesora Titular de Derecho Administrativo

Universidad de Zaragoza

I) NOVEDADES NORMATIVAS.-

1. estado.-

En esta oportunidad debe hacerse una breve mención al Real Decreto 248/2009, de 27 de febrero, por el que se aprueba la oferta de empleo público del Estado para este año. En concreto, a su Disposición Adicional Primera, que recuerda la obligación de las Corporaciones Locales de remitir a la Administración General del Estado los acuerdos aprobatorios de su oferta de empleo público –en cumplimiento del deber general de remitir copia o extracto comprensivo de sus actos y acuerdos establecido en el artículo 56.1 de la LBRL–, respetando la tasa de reposición de efectivos del 30 % que determina con carácter básico la Ley de Presupuestos Generales del Estado para el año 2009 (“el número total de plazas de nuevo ingreso del personal del sector público será como máximo, igual al 30 % de la tasa de reposición de efectivos y se concentrará en los sectores, funciones y categorías profesionales que se consideren prioritarios o que afecten al funcionamiento de los servicios públicos esenciales y, en especial, para el desarrollo de la Ley de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas en situación de dependencia. Dentro de este límite, la oferta de empleo público incluirá los puestos y plazas desempeñados por personal interino, contratado o nombrado en el ejercicio anterior…”). 

2. Comunidades Autónomas.-

G) La Rioja.-

El Gobierno de La Rioja ha aprobado el Decreto 18/2009, de 27 de marzo, por el que se regula el procedimiento de selección y nombramiento de funcionarios interinos para desempeñar puestos de trabajo reservados a funcionarios de la Administración Local con habilitación de carácter estatal. Debe recordarse que, como señala la Disposición Adicional Segunda del EBEP, son funciones públicas necesarias en todas las Corporaciones locales las de secretaría, control y fiscalización interna de la gestión económico-financiera y presupuestaria, y contabilidad, tesorería y recaudación, estando reservada su responsabilidad administrativa a funcionarios con habilitación de carácter estatal. No obstante, si tales puestos no pueden proveerse por éstos, la Administración autonómica podrá nombrar funcionarios interinos para el desempeño de dichas funciones con arreglo a lo establecido en dicho EBEP y en la normativa autonómica que, como ésta de la que se da noticia, se apruebe al efecto. 

Con este Decreto en concreto se articulan dos fórmulas para proveer interinamente los puestos reservados a funcionarios con habilitación de carácter estatal: una, por la que la Corporación Local realiza el proceso de selección del funcionario y eleva a la Dirección General de Política Local una propuesta de nombramiento –la que se ha venido utilizando hasta la fecha– y otra alternativa, pensada para facilitar y agilizar tal provisión interina, en la que la Comunidad Autónoma preselecciona a personas capacitadas para desempeñar las funciones reservadas, integrándoles en una lista de espera, y cuando la Corporación Local lo solicita, nombra funcionario interino a la persona de dicha lista que corresponde, según el orden predeterminado. Ambos procedimientos se atienen a lo establecido en el artículo 10 del EBEP y en la Ley de Función Pública riojana para la selección y nombramiento de funcionarios interinos.

En buena lógica, también deben respetarse en ambos los principios de igualdad, mérito, capacidad y publicidad inherentes a la función pública, materializándose a)- en la convocatoria de procesos selectivos mediante concurso público, que podrán incluir la realización de pruebas prácticas relacionadas con el puesto y b)- en la exigencia de los mismos requisitos para el acceso a la condición de funcionario de carrera de la subescala y categoría a la que pertenezca el puesto de trabajo. 

L) Canarias.-

En Canarias hay que hacerse eco del Decreto 43/2009, de 21 de abril, que establece y regula el procedimiento de abono a los Ayuntamientos del coste de reposición de los agentes de la Policía Local que pasen a situación de segunda actividad sin destino hasta su jubilación. A esta situación podrán pasar voluntariamente los Agentes a partir de los 63 años, asumiendo el Ayuntamiento su salario hasta la jubilación, pero financiando el Gobierno de Canarias los costes de reposición de un Agente durante ese período. 

Corresponde a los Ayuntamientos iniciar los trámites de la convocatoria para la provisión del puesto, comunicando a la Dirección General competente en materia de coordinación de policías locales dicho inicio. La solicitud del coste de reposición se formalizará, junto con la documentación exigida (artículo 4), cada año durante los meses de enero y julio, abarcando cada fecha los costes devengados a lo largo de los meses intermedios. La Dirección General verificará el cumplimiento de los requisitos, tras lo que dictará resolución motivada so pena de silencio estimatorio. El coste de reposición de cada agente se fija anualmente, estando establecido en la actualidad en 30.310,68 y 33.423,47 euros según se trate o no de Municipios de islas capitalinas. 

M) Navarra.-

Por su parte, una simple mención a la Ley Foral 5/2009, de 29 de mayo, que modifica la Ley Foral de 23 de marzo de 2007, de las Policías de Navarra en lo que hace a la estatura mínima exigida para acceder a los Cuerpos de Policía de la Comunidad, entre los que se incluyen las Policías Locales. Aportando diversos datos estadísticos que constatan una discriminación para las mujeres (con la exigencia anterior quedaban excluidas un número muy superior de mujeres que de hombres), dicha estatura se rebaja en 5 centímetros para ambos sexos (1,65 metros los hombres, 1,60 las mujeres). 

N) Extremadura.-

Finalmente, destacar la Ley de la Asamblea de Extremadura 2/2009, de 2 de marzo, por la que se pone en marcha un Plan Extraordinario de Apoyo al Empleo Local en la Comunidad. Plan que estará desarrollado por la Junta de Extremadura en colaboración con las Diputaciones Provinciales y las Cajas de Ahorros autonómicas, y para cuya financiación se dotará de un Fondo (48 millones de euros), aportados en un 50% por el Ejecutivo autonómico y el resto por las entidades citadas, en virtud de los correspondientes convenios de colaboración que suscriban con el mismo. 

El objeto del Plan es la contratación de personas desempleadas para la ejecución de servicios públicos de competencia municipal, en concreto los que tengan relación con las actividades enunciadas en el artículo 3 (actividades deportivas, servicios administrativos, servicios informáticos, mantenimiento de obras o instalaciones públicas, etc.). Las contrataciones deberán realizarse antes de finalizar el primer semestre de este año 2009, y no podrán extenderse más allá del 30 de junio de 2010, efectuándose directamente por las entidades locales beneficiarias o por entidades de economía social que gestionen los servicios con carácter previo. 

Los beneficiarios del Plan serán personas desempleadas inscritas como tales en el Servicio Extremeño Público de Empleo, atendiéndose en su selección a los criterios de preferencia que se enuncian en el artículo 4: no percibir prestaciones o subsidios de desempleo y haberlos agotado en los últimos seis meses, haber finalizado la última relación laboral en los últimos 365 días respecto a la fecha de la oferta de empleo, mayor adecuación al puesto de trabajo ofertado, mayor número de cargas familiares y menor ratio de renta familiar disponible, tener la condición de mujer o de persona con discapacidad. 

La preselección de los candidatos se realizará mediante sondeo entre los demandantes inscritos en el Centro de Empleo correspondiente al ámbito geográfico de actuación y mediante difusión pública de la oferta de empleo, correspondiendo la selección a las entidades beneficiarias del Plan mediante la aplicación de los criterios citados y la ponderación que establezcan dichas entidades para su aplicación. Se fijan igualmente una serie de requisitos de las contrataciones laborales (duración mínima y máxima, retribuciones, asesoramiento sindical, etc.).

Por lo que respecta a la distribución del Fondo, se establece una cantidad fija (30.000 euros) para cada Municipio o entidad menor que solicite su participación en el Plan, distribuyéndose el resto hasta 43 millones y medio en proporción al número de personas inscritas como desempleadas en cada uno de ellos a fecha 31 de diciembre de 2008. Los 4 millones y medio de euros restantes constituirán una reserva destinada a financiar proyectos generadores de empleo que presenten las Mancomunidades Integrales de Municipios de Extremadura. La Ley también determina el procedimiento de solicitud y otorgamiento de financiación, así como la forma de abonar las cuantías (fraccionadas en cuatro pagos, previa justificación de las cantidades anticipadas), y la obligación de reintegro en casos de falta de aplicación o justificación a los fines previstos. 

Q) Castilla y León.-

La reforma del Estatuto de Autonomía de Castilla y León llevada a cabo mediante Ley Orgánica 14/2007, de 30 de noviembre, prevé, en el ámbito de lo que se conoce como “segunda descentralización”, la transferencia de algunas competencias de la Comunidad Autónoma a las entidades locales sitas en su territorio. Esta transferencia requiere de Ley autonómica; Ley que no es otra que la reciente 8/2009, de 16 de junio. 

Si por algo interesa destacar esta norma en este informe sobre empleados locales es por las derivaciones que presenta sobre ellos la regla esencial, recogida en el Estatuto, según la cual la transferencia conlleva el traspaso de los medios personales, materiales y financieros que resulten precisos para garantizar la suficiencia en la prestación de los servicios públicos descentralizados. La transferencia de competencias va acompañada, pues, de una afectación a personal funcionario y laboral que venía prestando sus servicios en la Administración autonómica y que, por mor de la misma, pasa a integrarse en las Corporaciones locales. En cualquier caso, quede claro que dicho traspaso se realizará siempre previa negociación y acuerdo en las correspondientes Comisiones mixtas –integradas por representantes de la Administración de la Comunidad Autónoma y de cada una de las entidades locales afectadas–, y en las condiciones previstas en el Pacto Local de Castilla y León. En el seno de dichas Comisiones, vistas las propuestas de los representantes autonómicos y de los representantes locales, serán estos últimos los que deban manifestar su conformidad definitiva con las mismas. 

Por lo que respecta al personal funcionario de la Administración de Castilla y León que resulte afectado por un proceso de transferencias, el artículo 16 de la Ley 8/2009 establece que pasará a integrarse plenamente en la función pública local como funcionarios propios de ésta. Se tratará así de funcionarios en situación administrativa de servicio activo en la Administración Local y se regirán, mientras persistan en esta situación, por la legislación de aplicación en ésta. La Administración local receptora, al proceder a la integración de los funcionarios transferidos como propios, respetará los derechos económicos, profesionales y de protección social que los afectados tuvieran consolidados en la Administración autonómica, salvo atrasos e indemnizaciones devengados con anterioridad a la fecha efectiva del traspaso. Por su parte, el personal laboral afectado por idéntico proceso también se integrará plenamente en la Corporación como personal propio de ésta, si bien se regirá por el Convenio Colectivo de la Administración autonómica vigente en la fecha de efectividad del traspaso hasta su incorporación dentro del ámbito de aplicación del Convenio Colectivo de la Administración local receptora, o, en su defecto, de la correspondiente normativa reguladora de las condiciones de trabajo. Esta incorporación se producirá en el plazo máximo de un año desde la efectividad de los traspasos. Igualmente en este caso, las Entidades locales asumirán todas las obligaciones contraídas por la Administración de la Comunidad, salvo atrasos e indemnizaciones devengados con anterioridad a la fecha efectiva del traspaso. Los derechos del personal laboral transferido a participar en los diferentes procedimientos de provisión de vacantes en la Administración de la Comunidad Autónoma, y el período mínimo de duración de estos derechos, se regirán por lo que disponga al respecto el convenio colectivo autonómico que resulte de aplicación, y se fijarán específicamente, previa negociación con los representantes de los trabajadores, en los Decretos que regulen los correspondientes traspasos (artículo 17).

Por último hay que señalar que la Junta de Castilla y León, excepcionalmente, y por el especial contenido social de las competencias traspasadas por mor de esta Ley (juventud, educación, servicios sociales, deportes, medioambiente), creará una línea de cooperación económica específica de nivelación para la mejora de los recursos personales traspasados, que se aplicará desde la fecha de efectividad del traspaso, sin que la asignación individual a cada entidad local beneficiaria pueda superar el 15% de los costes directos de personal acordados en dichos traspasos, ni los importes máximos globales previstos en el acuerdo de Pacto Local de Castilla y León (Disposición Adicional Sexta de la Ley 8/2009).

II) NOVEDADES JURISPRUDENCIALES.-

1. Tribunal Constitucional (TC).-

Es de destacar en esta oportunidad una STC de 23 de febrero de 2009 (BOE 111, de 7 de mayo), que estima la cuestión de inconstitucionalidad planteada en relación con el artículo 82.2 de la Ley 2/1987, de 30 de marzo, de la función pública de Canarias, también aplicable al personal al servicio de las Administraciones locales de esta Comunidad. En este precepto en concreto se disponía que el sueldo de los funcionarios pertenecientes a los cuerpos y escalas de grado E no podría ser inferior en ningún caso al salario mínimo interprofesional; determinación que el Tribunal entiende invasiva de la competencia estatal para el establecimiento de las bases del régimen estatutario de los funcionarios públicos (artículo 149.1.18 CE). En efecto, el precepto cuya inconstitucionalidad se declara supedita la aplicabilidad general de las normas estatales que concretan las retribuciones básicas (particularmente de las disposiciones sobre retribuciones de las Leyes anuales de presupuestos generales del Estado) al cumplimiento de una condición –la citada–, impidiendo su plena efectividad y obstaculizando la nivelación mínima perseguida en un aspecto esencial del régimen de los empleados públicos, como es el los derechos económicos de los funcionarios. 

2. Tribunal Supremo (TS).-

Hay que señalar un conjunto de Sentencias del Tribunal Supremo que se pronuncian sobre la jornada de trabajo y el régimen de vacaciones de los funcionarios de la Administración local. Otra razona sobre los procesos de funcionarización del personal laboral municipal. Igualmente, se confirma de nuevo la línea jurisprudencial que permite complementos personales transitorios y absorbibles para hacer frente a la minoración que puedan experimentar los funcionarios como consecuencia de la modificación de los puestos de trabajo. Se reseñan también pronunciamientos sobre los sistemas de provisión de puestos de trabajo. Finalmente, cabe destacar una Sentencia que se manifiesta sobre el alcance y la exigencia del Dictamen del Consejo de Estado en la elaboración de disposiciones de carácter general relacionadas con el personal local. 

En relación con la jornada de trabajo de los funcionarios de la Administración local se pronuncian las SSTS de 30 de abril y de 14 de mayo de 2009, que confirman en ambos casos los pronunciamientos recurridos y consideran que el tiempo dedicado a la realización de cursos por parte de sendos policías locales debe computarse como horas efectivas de trabajo, en aplicación de un precepto del Reglamento de Personal aprobado por el Pleno del Ayuntamiento en el que trabajan. Este precepto, determinante de las decisiones, no condiciona en ningún caso la consideración mencionada, por lo que entiende el Tribunal que no cabe aplicar instrumentalmente, como pretendía el Ayuntamiento recurrente, las Instrucciones estatales sobre Jornada y Horarios de Trabajo del Personal al Servicio de la Administración General del Estado –que sí lo hacen–, sobre la base de que el artículo 94 LBRL fija la duración de la jornada de trabajo de los funcionarios locales en el mismo cómputo anual que la de los funcionarios de la Administración estatal. Se trata, no puede olvidarse, de dos Sentencias que resuelven recursos de casación en interés de la Ley. Figura que, ex artículo 100 LJCA, se reserva para interpretar y aplicar normas emanadas del Estado que hayan sido determinantes del fallo recurrido. Esto no sucede con el artículo 94 LBRL, que ni siquiera se menciona en las sentencias recurridas. Sí se menciona, sin embargo, en sendas SSTS de 13 de marzo de 2009. Una de ellas no lo entiende vulnerado por el hecho de que un acuerdo municipal sobre las condiciones de trabajo del personal funcionario fije como horario obligado de presencia de éste de lunes a viernes de 8 a 15 horas. El Tribunal considera que esto no determina per se que la jornada semanal quede reducida a 35 horas (lo que sí violaría el precepto básico, desatendiendo la jornada de 37,5 horas establecida a nivel estatal), puesto que el propio acuerdo reconoce que el resto de la jornada será determinado por el Alcalde, oído el Delegado de Personal. Sólo en el caso de que no se cumplimentase esta determinación existiría incumplimiento del precepto, lo que no se ha demostrado. Por el contrario, en el supuesto enjuiciado por la segunda de las Sentencias sí se demuestra esta reducción, declarándose en consecuencia nulo el precepto del acuerdo municipal que así lo establecía. 

Por cierto que la primera de las STS de 13 de marzo de 2009 antecitadas también se pronuncia sobre el régimen de vacaciones de los empleados locales, recordando que el artículo 142 TRRL remite en este punto a la legislación autonómica y, en su defecto, a la estatal (“los funcionarios de la Administración Local tendrán derecho a las recompensas, permisos, licencias y vacaciones retribuidas previstas en la legislación sobre función pública de la Comunidad Autónoma respectiva y, supletoriamente, en la aplicable a los funcionarios de la Administración del Estado”). Por esta razón, anula los artículos del acuerdo municipal que fijaban la forma y el plazo para su disfrute, sin tener competencias para ello. Como recuerda el TS, debía haberse limitado a diferir en aquella legislación estatal o autonómica, sin matización ni previsión alguna. 

En otro tema distinto, la STS de 27 de abril de 2009 confirma una línea jurisprudencial reconocida que admite la utilización de complementos personales transitorios y absorbibles por futuros aumentos para hacer frente a la minoración que puedan experimentar los funcionarios como consecuencia de la modificación de los puestos de trabajo. Y ello aunque el artículo 23 de la LMRFP (hoy derogado por el EBEP, pero aplicable al supuesto enjuiciado) no lo reconociera como una de las retribuciones complementarias de los funcionarios. 

Sobre los sistemas de provisión de puestos de trabajo, la STS de 11 de marzo de 2009 confirma la anulación de la RPT de la Diputación Foral de Vizcaya llevada a cabo por la Sentencia de instancia, por entender que no se justificaba la libre designación de los puestos de Jefe de Servicio y de Letrado Asesor. Estos puestos no llevan anudada la realización de funciones de dirección o de especial responsabilidad que justifiquen su provisión de este modo, tal y como exigen los artículos 20.1.b LMRFP (hoy derogado) y 51.2 del Reglamento de Ingreso. Y aunque es cierto que la Dirección General del Servicio Jurídico –a la que se adscriben– tiene funciones más trascendentes que las asesorías jurídicas de los distintos Departamentos, no lo es menos que aquellas plazas en concreto no tienen funciones decisorias, y quienes las ocupan no ejercen otras funciones que las propias del Cuerpo de Letrados al que pertenecen, estando en todo momento coordinados y dirigidos por el Director General del Servicio. En el mismo sentido, y con los mismos argumentos, la STS de 20 de abril de 2009 anula la RPT del Ayuntamiento de Burgos, que planteaba idéntico sistema, también sin justificación, para el nombramiento del Jefe de Departamento de Planeamiento de la Gerencia de Urbanismo e Infraestructuras. 

Finalmente se destaca la STS de 24 de marzo de 2009, que se pronuncia fundamentalmente sobre el alcance y la exigencia del Dictamen del Consejo de Estado en la elaboración de disposiciones de carácter general. Se trata en este caso de un Decreto autonómico por el que se aprueban las normas marco de las policías locales, a las que posteriormente deberán acomodarse los Reglamentos que dicten los Ayuntamientos para sus respectivos Cuerpos de policía. Pues bien: entre el proyecto inicialmente informado por el órgano consultivo y el aprobado finalmente fueron introducidas un conjunto de modificaciones que el Gobierno autonómico consideraba mínimas –meros acomodos a la nueva Ley de Coordinación de Policía Locales aprobada en el ínterin, justificaban–, pero que el TS tacha de sustanciales: cambio de escalas, número de oficiales según plantilla, variación en la creación de categorías en relación con el número de habitantes del Municipio, régimen de incremento de gasto, etc. Ello hubiese exigido una nueva audiencia y examen por parte del Consejo de Estado, por lo que ratifica la nulidad de la disposición. 

3. Tribunales Superiores de Justicia (TSJ).-

Hay que hacerse eco en esta ocasión de una Sentencia dictada por el TSJ de Aragón. Además, se destacan pronunciamientos de otros Tribunales con sede autonómica. 

B) Cataluña.-

En primer lugar se destaca la STSJ de Cataluña de 6 de febrero de 2009. En ella se razona sobre la aplicación de la figura de la caducidad del expediente sancionador por transcurso del plazo máximo establecido para resolver a un funcionario local transferido a la Administración de la Generalitat de Cataluña. La Administración autonómica argumentaba en contra de esta posibilidad, por considerar que tal condición de funcionario transferido implicaba su integración plena en la función pública de la Comunidad de la que depende orgánica y funcionalmente, y la normativa catalana de función pública no contempla dicha caducidad. Sin embargo el TSJ de Cataluña recuerda la doctrina que viene sosteniendo desde 2004 –en la línea de otros Tribunales de Justicia y del propio TS–, conforme a la cual se aplica la institución de la caducidad a los expedientes sancionadores con independencia de la pertenencia del funcionario a la Administración del Estado, a la Autonómica o a la Local. La explicación radica en el propio fundamento de la institución de la caducidad en los expedientes sancionadores: conseguir que los mismos atiendan a los principios de eficacia, celeridad y economía procesal, así como al pleno respeto de los derechos y garantías del presunto responsable, lo que sería desconocido si no se articulara plazo alguno de caducidad en un procedimiento en el que se ejercitan potestades disciplinarias y que es susceptible de producir efectos desfavorables (artículo 44.2 de la Ley 30/1992). De esa manera, el funcionario quedaría sujeto sine die a un procedimiento disciplinario cuyo fin quedaría exclusivamente en manos del órgano sancionador o instructor, según el caso. Como la descrita es la finalidad de la institución, si la normativa autonómica no establece su regulación hay que acudir a la aplicación supletoria de la normativa básica estatal (Ley 30/1992), pues sólo así se garantiza el principio de seguridad jurídica y se respetan los derechos y garantías de defensa del presunto responsable. 

C) Galicia.-

Por lo que se refiere al TSJ de Galicia, se destacan dos Sentencias. La de 4 de febrero de 2009 ratifica la sanción impuesta a un policía local por la comisión de una infracción grave prevista en el artículo 4.1.l. del Decreto 94/1991, de 10 de marzo, que aprueba el Reglamento de Régimen Disciplinario de la Función Pública de la Administración Autonómica de Galicia (“el incumplimiento injustificado de la jornada de trabajo que, acumulado, suponga un mínimo de 10 horas al mes”). En este caso concreto, el incumplimiento derivó del retraso injustificado (de más de 72 horas) en la entrega del parte de alta médica en las dependencias municipales. Los argumentos expresados por el demandante (cierre de las dependencias municipales por ser festividad local, corresponderle descanso el día siguiente al de la obtención del alta, tener turno de tarde el tercer día, que es cuando entrega efectivamente el parte) no son compartidos por la Sala que, respectivamente, señala que las dependencias de la policía local (en las que el demandante desempeña su servicio) están abiertas permanentemente, que la buena fe señalaba la comunicación telefónica con su superior para comunicarle el alta y que éste pudiese ajustar la tabla de turnos, y que el turno de tarde asignado le hubiese sido modificado muy probablemente de conocerse su nueva situación. Por estas razones, desestima el recurso de apelación confirmando la sanción impuesta por el Ayuntamiento. 

Por su parte, la Sentencia de 18 de marzo de 2009 se pronuncia sobre el derecho de los funcionarios a ser adscritos a otro puesto de trabajo por razones de salud, previo informe del servicio médico oficial legalmente establecido. Derecho que está condicionado a que existan puestos vacantes con asignación presupuestaria cuyo nivel de complemento de destino y específico no sea superior al del puesto de origen, y se reúnan los requisitos para su desempeño (artículo 20.1.h LMRFP). Todas estas condiciones se dan en el supuesto enjuiciado, por lo que el Tribunal condena a la Administración local a adjudicar al recurrente un puesto de trabajo acorde con su salud. 

D) Andalucía.-

Son tres las SSTSJ de Andalucía de las que se da cuenta en esta oportunidad. La primera de ellas, Sentencia de 23 de febrero de 2009, determina la competencia del orden jurisdiccional contencioso-administrativo para pronunciarse sobre una resolución dictada por un Ayuntamiento en la cual se denegaba la reincorporación a un funcionario por haber perdido éste dicha condición como consecuencia de la declaración de incapacidad permanente total llevada a cabo por Sentencia judicial y la consecuente aplicación del artículo 139.1.b TRRL. Esta resolución fue inicialmente impugnada por el recurrente ante el Juzgado de lo Contencioso-administrativo, por entender que no existía ninguna actuación administrativa que declarase la pérdida de su condición de funcionario de carrera. El Juzgado dictó un Auto –ahora recurrido en apelación– declarando su incompetencia, y la competencia del orden jurisdiccional laboral, puesto que se trataba del conocimiento de aspectos relativos a la protección social de los funcionarios públicos incorporados al campo de aplicación del Régimen General de la Seguridad Social. La Sala del TSJ no está de acuerdo con esta interpretación, dado que la respuesta de la Corporación municipal es un acto administrativo, sujeto a derecho administrativo y susceptible, por ende, de revisión ante la jurisdicción contencioso-administrativa (artículos 1.1, 1.2.c y 8.1. LJCA). El litigio, pues, no es dirimible ante el orden social, por lo que concluye decretando la devolución de lo actuado al Juzgado de lo Contencioso-Administrativo para que continúe la tramitación conforme a Derecho y dicte la sentencia que proceda. 

Otra Sentencia de 27 de abril de 2009 sanciona la validez de la RPT de un Municipio. El hecho de que se establezcan tres turnos y cinco tipos de jornadas para su personal no es considerado incongruente y arbitrario como pretendía el recurrente, ya que se justifica en la atención a las diversas necesidades peculiares de cada puesto de trabajo. Tampoco afecta al principio de igualdad el distinto factor de repercusión de los resultados en el complemento específico, pues aunque hay puestos similares (en el caso enjuiciado, inspector e inspector auxiliar), siempre difieren en algunas funciones concretas que, por suponer un plus de responsabilidad respecto a los objetivos marcados, justifican la atribución de otro nivel diverso de complemento. 

Finalmente, la Sentencia de este mismo tribunal de 6 de abril de 2009, anula la convocatoria y las bases para la provisión de plazas vacantes en la plantilla de personal funcionario del Ayuntamiento de Almería, por dos motivos principales coincidentes con los expuestos por el recurrente. El primero de ellos es la sustitución de la oposición por el concurso-oposición como sistema de selección, sin que la naturaleza de las plazas o de las funciones a desempeñar justifiquen esta decisión (como exige el artículo 2 del Real Decreto 896/1991, de 7 de junio, por el que se establecen las reglas básicas y los programas mínimos a que debe ajustarse el procedimiento de selección de los funcionarios de Administración local) o, aun pudiendo ser así, sin que exista motivación suficiente deducida de las bases de la convocatoria. El segundo motivo de anulación es la inclusión en el baremo de méritos de los servicios prestados en la Corporación como requisito necesario para poder participar en el concurso, dada la relevancia cuantitativa otorgada a los mismos. Este hecho viola los principios de igualdad, mérito y capacidad en el acceso a la función pública. Sobre todo si se tiene en cuenta, como recuerda el Tribunal, que no nos encontramos ante uno de aquellos casos que la doctrina de TC ha justificado con carácter excepcional, por una sola vez, y sin posibilidades de generalización, el favorecimiento del acceso de los interinos a la función pública como medio de resolver una situación extraordinaria constitucionalmente legítima. 

E) Asturias.-

El TSJ de Asturias ha dictado la Sentencia de 6 de febrero de 2009, que ratifica la validez de la propuesta de nombramiento formulada por el Tribunal Calificador al Alcalde de Oviedo, recaída en el procedimiento selectivo para la plaza de Oficial de la policía local. Frente a los argumentos del recurrente –que consideraba que la prueba práctica realizada no se correspondía con el contenido de las bases, que exigían que estuviera directamente relacionada con las materias del programa de la primera prueba– el Tribunal no entiende que lo propuesto (diseño práctico de una oficina de denuncias, actuación práctica de una infracción relacionada con la movida juvenil) se aleje del mismo, ya que se adecuan perfectamente a la preparación exigible en relación con el puesto de trabajo a cubrir. 

J) Aragón.-

La STSJ de Aragón de 2 de marzo de 2009 confirma en apelación una sentencia dictada por el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo nº 1 de Teruel, por la que se anula una resolución del Ayuntamiento de esta ciudad y se reconoce el derecho de la demandante, Técnico de Administración General con destino en la Unidad de Función Pública y Servicios Generales, a ser reintegrada en el puesto de trabajo que venía desempeñando hasta ser removida del mismo por mor de la mencionada resolución. Como afirma la Sala, es cierto que se trata de un puesto de trabajo no singularizado –el Ayuntamiento de Teruel no tiene aprobada ni RPT ni Catálogo de Puestos de Trabajo, sino sólo una plantilla presupuestaria anual que no singulariza puestos, siendo precisamente éste el argumento utilizado por la Corporación para justificar el cambio de la funcionaria–, pero no lo es menos que no se ha demostrado que dicho cambio de puesto se haya efectuado por necesidades del servicio, alteración en el contenido del puesto de trabajo o falta de capacidad para su desempeño manifestada por rendimiento insuficiente, tal y como exigen los apartados c y e del artículo 20.1 LMRFP (hoy derogados por el EBEP) y 27 del Decreto 80/1997, de 10 de junio, por el que se aprueba el Reglamento de provisión de puestos de trabajo, carrera administrativa y promoción profesional de los funcionarios de la Administración de la Comunidad Autónoma de Aragón, aplicables al supuesto. Frente a esta realidad carecen de eficacia las alegaciones de la apelante acerca de unas pretendidas negación de su potestad de autoorganización y conversión del organigrama municipal en algo imposible de modificar sin realizar costosos procedimientos. Lo que ha hecho la Sentencia apelada, y confirma la de apelación, es circunscribir dicha potestad a sus límites legales, impidiendo que se ejerza arbitrariamente o sin ningún tipo de justificación. 

K) Castilla-La Mancha.-

El TSJ de Castilla-La Mancha ha dictado en el período de tiempo considerado una Sentencia que se destaca: la de 6 de abril de 2009. En ella se declara la nulidad de parte del acuerdo de Pleno por el que se procedió a la aprobación definitiva del Presupuesto municipal. Concretamente, de aquélla que debiera haber sido objeto de negociación colectiva por suponer creación de nuevos puestos de trabajo y amortización de plazas, así como aprobación de la partida de todos los puestos de trabajo reservados a funcionarios, personal laboral y personal eventual, lo que afectaría a la clasificación de los puestos de trabajo y a las retribuciones de los funcionarios, aspectos éstos sujetos a negociación ex artículo 20 de la Ley 9/1987, de 12 de junio, de órganos de representación, determinación de las condiciones de trabajo y participación del personal al servicio de las Administraciones Públicas. La utilidad añadida de esta sentencia radica, sobre todo, en el ejemplificativo repaso que hace por los pronunciamientos judiciales contradictorios existentes en la materia. Reconociendo, pues, la existencia de este panorama confuso, la Sala decide no apartarse de su doctrina, y dicta en ese sentido el pronunciamiento indicado. 
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